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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, mayo treinta y uno de dos mil dieciséis
Expediente 66170-31-03-001-2016-00038-01
Acta Nro. 256 de mayo 31 de 2016
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionada contra la sentencia del 18 de abril último, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en esta acción de tutela que Sonia María Vargas Rivera, en calidad de agente oficiosa de Jésica Johana Cubillos Vargas, inició contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial Risaralda.

  


ANTECEDENTES
  



Señala Sonia María Vargas Rivera, que en calidad de agente oficiosa de su hija Jésica Johana Cubillos Vargas, acude a este medio de protección constitucional, como mecanismo transitorio, con el fin de que se amparen sus derechos fundamentales “de PETICIÓN y DEBIDO PROCESO”, vulnerados, afirma, por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi.

 



Expuso, en síntesis, que actúa como agente oficiosa de su hija, por cuanto se encuentra fuera del país y por ello no puede presentar la demanda de manera directa; desde el 1º de julio del año 2015, su agenciada, presentó derecho de petición ante el IGAC relacionado con “una RECTIFICACION DE AVALUO CATASTRAL, es decir, “MUTACION TERCERA” (sic); el día 6 siguiente, se le informó a Jésica Johana que debía esperar la verificación de documentos, pues se hacía necesaria una inspección ocular; y luego de que la libelista indagó sobre el particular, después de varios días se le hizo saber sobre la falta de personal contratado para realizar las visitas, y a la fecha no ha sido notificada de la respuesta del caso.





Pidió, por tanto, el amparo de los derechos y que se le ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi que proceda a contestar su solicitud.
  



Con la demanda, entre otros documentos, aportó copias de la cédula de ciudadanía de Jésica Johana Cubillos Vargas y de la constancia de radicación ante el IGAC de la solicitud referida.
 



El Juzgado de primer grado admitió la acción; corrió traslado a la entidad y reconoció a la libelista como agente oficiosa de Cubillos Vargas. Oportunamente el secretario-abogado de la entidad accionada dio cuenta de su naturaleza jurídica; aludió a la normativa interna de formación, actualización y conservación del catastro nacional y dijo que mediante oficio “EE 2561 del 06-07-2015” se brindó la respuesta del caso y se le hizo saber que la resolución se haría respetando el orden cronológico de ingreso.

   



Vino la sentencia que concedió el amparo frente al derecho de petición y le ordenó al Director Territorial del IGAC, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la providencia, le indicara a la accionante una fecha cierta y razonable en la cual “dará respuesta a su petición, radicada el 01 de julio de 2015, con la finalidad allí indicada”. Para así decidir, señaló que bien la accionada hace alusión al orden cronológico, es necesario que informe una fecha cierta, que esté dentro de un periodo razonable, a efectos de otorgar la respuesta de fondo. 
  



Impugnó el Instituto, porque desde el 5 de abril le envió comunicación a la señora Cubillos Vargas, en la que le informa del proceso por el que debe pasar una solicitud como la elevada y el tiempo que demorará su atención; agregó que la Corte Constitucional ha reconocido la existencia de eventos en los cuales se está ante una imposibilidad física y jurídica para dar cumplimiento estricto a una orden  judicial. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En este caso, Sonia María Vargas Rivera, en calidad de agente oficiosa de Jésica Johana Cubillos Vargas, hace valer, de manera neurálgica, el derecho fundamental de petición. 
  



El Juzgado, se dijo, accedió al amparó y ordenó que se brindara la respuesta del caso. 

   



Pero, a decir verdad, para llegar a esa conclusión pasó de largo el análisis concreto de la legitimación en la causa por activa, esto es, que le dio vía libre a la agencia oficiosa de la que hace gala la memorialista para acudir en nombre de su hija Jésica Johana Cubillos Vargas, de quien, dice, se encuentra fuera del país y eso le impide ejercer su propia defensa.
  



Para la Sala, contrariamente, se incumplen los supuestos del artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, que enseña que la acción de tutela debe ser promovida por el directo afectado, o bien por quien sea su representante legal, o por medio de apoderado judicial, en cuyo caso debe ser abogado inscrito y acompañar el respectivo poder especial; todo sin perjuicio de que se puedan agenciar intereses ajenos, evento en el cual debe afirmarse, y probarse, además, que aquella persona por quien se interviene está impedida para acudir por sus propios medios. Para este último evento, no cualquier situación permite acudir a la agencia oficiosa, pues tal figura parte del supuesto de una verdadera imposibilidad del afectado para acudir por sí mismo al trámite excepcional, pues bien se sabe que la informalidad de la acción de tutela es tal, que sin la presencia física de la persona se puede ejercer, si bien el escrito no requiere ningún tipo de autenticación, sin contar con que se puede presentar por cualquier medio (art. 14, D. 2591 de 1991). 
  



Sobre el tema, de reciente calenda recordó la máxima Corporación Constitucional
:

  

 

“El artículo 10° del Decreto Estatutario 2591 de 1991… prevé la interposición de la acción de amparo de distintas maneras: directamente por la persona afectada, por intermedio de un representante, mediante agente oficioso -cuando el interesado no se encuentre en condiciones de promover su propia defensa- y por el defensor del pueblo o por los personeros municipales.

 

  



Respecto de la agencia oficiosa, la jurisprudencia constitucional ha detallado que ocurre cuando una persona, sin ser apoderado judicial, ni el titular de los derechos fundamentales presuntamente afectados o amenazados, presenta la demanda a nombre de otro individuo que está ausente o impedido para hacerlo directamente… Por tanto, por regla general el agenciado es un sujeto de especial protección…: menores de edad; … personas de la tercera edad; … personas amenazadas ilegítimamente en su vida o integridad personal; …individuos en condiciones relevantes de discapacidad física, psíquica o sensorial; … personas pertenecientes a determinadas minorías étnicas y culturales…
 

 

  
Esta figura se encuentra limitada por la prueba del estado de vulnerabilidad del agenciado. Esto garantiza la autonomía de la voluntad de la persona que tiene la capacidad legal para ejercicio sus derechos fundamentales por sí misma…

 

 


En sentencia SU-173 de 2015, esta Corte reiteró que la configuración de la agencia oficiosa requiere necesariamente: (i) la manifestación de actuar en esa calidad de agente oficioso y (ii) que el titular del derecho fundamental no está en condiciones físicas o mentales para promover su propia defensa.
  



Ahora, en un caso similar, en el que la afectada estaba residenciada fuera del país y se le quiso representar o agenciar, señaló la misma Corporación
: 
En el caso de la agencia oficiosa de derechos ajenos la Corte ha exigido que para hacer uso de ella es necesario que el titular de los derechos fundamentales no esté en condiciones de promover su propia defensa, lo cual debe manifestarse en el escrito de tutela o encontrarse probado en el expediente
. La exigencia de manifestar en la demanda de tutela que el titular de los derechos no puede interponer directamente la acción encuentra justificación sólo cuando los derechos sometidos a debate interesan únicamente a su titular y no cuando revistan un interés general o colectivo.

4.  Falta de legitimación en la causa por activa en la presente acción.
4.1. Observa la Sala que el señor Max Gustavo Ortiz, quien dice actuar en representación de la señora Leonor Cuero López, residente en los Estados Unidos desde hace por lo menos 25 años y propietaria del inmueble ubicado en la carrera 24B No 9-51, promovió la presente acción de tutela contra la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá. Sin embargo, en el desarrollo de los hechos de la demanda, manifiesta que la señora Leonor Cuero López mediante poder lo ha autorizado “para ejercer como propietaria (sic) de dicho inmueble”.

Por consiguiente, la Sala estudiará si se cumplen los requisitos para configurar la legitimación en la causa por activa en alguna de las  modalidades referidas en esta decisión.

Como se dejó dicho, la acción de tutela puede ser ejercida directamente por toda persona que considere que le están vulnerando sus derechos constitucionales fundamentales. En el presente caso la señora Leonor Cuero López, titular de los derechos que se afirma fueron vulnerados por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, no ejerció la acción de tutela directamente sino por medio del señor Max Gustavo Ortiz. 

…
4.2. Ahora bien, en cuanto a la agencia oficiosa, el señor Max Ortiz no manifiesta en la acción de tutela, ni expresa ni tácitamente, que la señora Leonor Cuero López, como titular de los derechos fundamentales que se alegan vulnerados por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado, no se encuentra en condiciones de promover su propia defensa, lo cual tampoco se deduce del expediente de tutela. 

De igual forma, a pesar de que la señora Cuero López se encuentra fuera del país, la empresa respecto de la cual se alega vulneró sus derechos fundamentales se encuentra en Colombia, por lo que no existe impedimento para interponer la acción de tutela
.

Para la Sala resulta evidente que aunque el demandante afirma en la acción de tutela, que actúa en representación de la señora Leonor Cuero López, también se observa que el señor Max Gustavo Ortiz interpone la presente acción de tutela como titular de los derechos fundamentales que se alegan vulnerados por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado, pues afirma que la señora Leonor mediante poder lo ha autorizado “para ejercer como propietaria (sic) de dicho inmueble”. 
Por consiguiente, el señor Max Gustavo Ortiz actuó en nombre propio, sin tener la titularidad de los derechos fundamentales que afirma fueron vulnerados por la Empresa de Acueducto y Alcantarillado. La titular de los derechos fundamentales que podrían llegar a ser vulnerados por la actuación de la empresa accionada es la señora Leonor Cuero López pues es la propietaria del inmueble en cuestión.    

Lo anterior debido a que, salvo las excepciones consagradas en el art. 10 del decreto 2591 de 1991, sólo le corresponde al propio interesado decidir si frente a lo que puede ser la violación de su derecho fundamental, quiere realizar o no los actos judiciales propios para que cese la vulneración. Sólo a él le corresponde decidir si interpone, por ejemplo, una acción de tutela, por sí mismo, por agente oficioso, le otorga poder a un abogado, o acude a la Defensoría del Pueblo. 

4.3. En conclusión, el señor Max Gustavo Ortiz, carece de legitimidad por activa, para invocar, de manera directa, la vulneración de unos derechos fundamentales de los cuales no es titular.
  



Nada de ello ocurrió aquí, porque Jésica Johana Cubillos Vargas es mayor de edad (f. 1, c.1) y la somera manifestación de que se encuentra fuera del país y esa circunstancia le impide presentar de manera directa la demanda, no es suficiente para desconocer el claro contenido de la norma y legitimar, por ese solo hecho, a quien por su cuenta quisiera propender por la defensa de sus derechos fundamentales; es decir que la sola circunstancia de hallarse fuera del país, no traslada a la madre la titularidad de los derechos de su hija, mayor de edad, se insiste en ello, tanto menos cuando no se conoce alguna clase de deficiencia física o mental que le imposibilite el ejercicio de la acción que, ya se dijo, es informal. 
   



Y si en gracia de discusión se quisiera dar por superado ese escollo, tampoco se cumple en este caso el requisito de la inmediatez, pues debe tenerse en cuenta que entre la fecha de radicación de la petición y la de la promoción de esta acción trascurrieron alrededor de 9 meses. De vieja data, la misma Corte ha enseñado que si bien el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de una agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece. 

Solo se admiten excepciones a esta regla cuando se está frente a un sujeto de especial protección, lo que no se da en el caso del demandante, o por lo menos no se ha acreditado; o cuando se justifica razonadamente la tardanza, lo que tampoco ocurre, por más que la entidad no hubiese aún entregado la respuesta requerida, pues es claro que durante todo este tiempo pudo recurrir con mayor celeridad al reclamo constitucional para que se analizara la cuestión
. 
   



Trasunto del cual viene que la acción impetrada se tornaba improcedente y así ha debido declararse en primera instancia; en consecuencia, se revocará el fallo objeto de revisión y se procederá de conformidad.
DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada el 18 de abril de 2016 por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en esta acción de tutela que Sonia María Vargas Rivera, en calidad de agente oficiosa de Jésica Johana Cubillos Vargas, promovió contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi Territorial Risaralda.
 



En su lugar, se declara la IMPROCEDENCIA del amparo deprecado.

   



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                   DUBERNEY GRISALES HERRERA      
� Sentencia T-467 de 2015


� Sentencia T-493 de 2007


� En este sentido pueden consultarse las Sentencias T-540 de 2006, MP. Clara Inés Vargas, T-702 de 2005, MP. Clara Inés Vargas Hernández, T-693 de 2004, MP. Marco Gerardo Monroy Cabra, T-061 de 2004, MP. Álvaro Tafur Galvis, T-863 de 2003, MP. Jaime Araujo Rentería, T-1135 de 2001, MP. Clara Inés Vargas Hernández, T-452 de 2001, MP. Manuel José Cepeda Espinosa, T-236 de 2000, MP. José Gregorio Hernández Galindo.


� Ver sentencia T-1020 de 2003, MP. Jaime Córdoba Triviño.


� En gracia de la brevedad se remite a la lectura de las sentencias T-172 de 2013, que hace referencia al tiempo razonable para la promoción de una causa de esta envergadura, y T-1148 de 2005, que de manera concreta, en cuanto toca con el derecho de petición, confirmó la improcedencia de un resguardo constitucional, por falta de inmediatez.











